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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 6 de marzo de 2025. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone adicionar una fracción X al artículo 6, y los artículos 100 Bis, 

100 Ter, 100 Quáter, 100 Quinquies, 100 Sexies, 100 Septies, 100 Octies, 

100 Nonies, y una fracción VI al artículo 114; y reformar los artículos 77 

y 78, de la Ley de Seguridad Social del Estado de Guanajuato, se señala 

lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 18 de 

febrero de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el 

proemio del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para 

efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 7, celebrada el 20 de febrero del año 2025, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 9, celebrada 

el 6 de FEBRERO de 2025, se aprobó este documento en los términos 

que más adelante se detallan; en consecuencia se conformó la actual 

opinión jurídica. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el grupo 

parlamentario de «MORENA», a efecto de adicionar una fracción X al 

artículo 6, y los artículos 100 Bis, 100 Ter, 100 Quáter, 100 Quinquies, 100 

Sexies, 100 Septies, 100 Octies, 100 Nonies, y una fracción VI al artículo 

114; y reformar los artículos 77 y 78, de la Ley de Seguridad Social del 

Estado de Guanajuato, y que en lo esencial hace referencia a los 

argumentos que a continuación se exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

Antecedente: 

La propuesta busca introducir en el Estado de Guanajuato el 

modelo de arrendamiento social, con el cual, se busca establecer 

acciones para garantizar el derecho a una vivienda digna y combatir 

el rezago habitacional que existe en nuestra entidad. Lo anterior, con 

la coordinación de la Secretaria del Buen Comienzo y el Instituto de 

Seguridad Social del Estado de Guanajuato. Además de sincronizar los 

beneficios con los que cuentan los trabajadores con el INFONAVIT a 

nivel federal, con los derechos que tienen los trabajadores al servicio 

del Estado de Guanajuato. 

La iniciativa tiene el objetivo de crear mejores condiciones para los 

trabajadores al servicio del estado de Guanajuato, en cuanto al 

arrendamiento, adquisición de vivienda. Eso a través de la integración 
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del arrendamiento social como una prestación comprendida dentro 

del régimen de seguridad social en el Estado. 

En el ámbito estatal, el Código Territorial para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato establece los lineamientos para la política 

habitacional, mientras que la Ley de Seguridad Social del Estado de 

Guanajuato ya contempla el arrendamiento de bienes inmuebles por 

parte del Instituto de Seguridad Social del Estado de Guanajuato 

(ISSEG), conforme a sus artículos 104, fracción II, 114, fracciones V y VI. 

No obstante, la iniciativa propone ampliar esta figura, y las atribuciones 

del ISSEG, mediante la creación del arrendamiento social con opción 

a compra, con un enfoque de protección social. 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo general: 

El arrendamiento social, o también conocido como alquiler social, 

surge de la necesidad de proporcionar hogar a aquellas personas o 

familias que tienen dificultades para acceder a una vivienda digna en 

el mercado. 

Este tipo de iniciativa busca ofrecer una solución habitacional a 

personas en riesgo de exclusión social, con ingresos bajos o en 

situaciones de vulnerabilidad, garantizando que tengan acceso a un 

techo adecuado a un precio asequible. El objetivo es garantizar el 

derecho a una vivienda digna, así como promover la cohesión social y 
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la inclusión de aquellos sectores más desfavorecidos de la sociedad.1 

Con lo cual se busca que, de manera progresiva, se cumpla el derecho 

a la vivienda que marca la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como la Constitución el Estado de Guanajuato.  

La iniciativa en análisis fortalece el derecho a la vivienda digna, 

mediante un esquema innovador que promueve el acceso progresivo 

a la propiedad. La incorporación del arrendamiento social con opción 

a compra amplía las prestaciones otorgadas por el sistema de 

seguridad social estatal, beneficiando a los trabajadores al servicio del 

estado. Con lo cual, la iniciativa resulta proporcional al esquema 

federal, implementado mediante la reforma al artículo 123, apartado 

A, de la Constitución Federal, publicada en el DOF el 2 de diciembre 

de 2024. 

La propuesta también aprovecha la infraestructura institucional 

existente, lo que minimiza la necesidad de crear nuevas dependencias 

o estructuras. Además, fomenta la coordinación interinstitucional, en 

particular entre el ISSEG y la Secretaría del Nuevo Comienzo, para 

administrar de manera eficiente el inventario de viviendas. 

 

 

1 https://www.idealista.com/news/inmobiliario/vivienda/2023/02/10/804071-alquiler-

social-que-es-como-solicitarlo-y-quien-puede-beneficiarse 



 

6 

 

En ese sentido, con una correcta implementación, la iniciativa en 

estudio lograría el objetivo de otorgar mayor estabilidad social a los 

trabajadores de la entidad, facilitando los instrumentos necesarios para 

obtener una vivienda y acabando de manera progresiva y continua 

con el rezago que existe actualmente. 

Sobre el arrendamiento social: 

El Colegio de Urbanistas de México, en relación con la reforma del 

año pasado al INFONAVIT, destaca lo siguiente en específico sobre la 

implementación del arrendamiento social:  

“La creación de viviendas con orientación social podría fortalecer 

la cohesión social y la economía local al incrementar la propiedad 

entre los trabajadores. Además, el país estaría incursionando en un 

régimen habitacional poco explorado que ya se ha implementado con 

éxito en otros países: el arrendamiento por el Estado”2 

En el contexto anterior, el arrendamiento social se presenta como 

una opción viable para abordar los desafíos de vivienda en la Estado 

de Guanajuato, especialmente para los grupos más vulnerables y en 

este caso en particular, para los trabajadores en servicio de la entidad. 

El concepto se refiere a un modelo de abastecimiento de vivienda 

asequible, que busca ofrecer opciones de alquiler a precios por debajo 

 

2 El Economista. 2025. Claroscuros en la reforma al Infonavit: arrendamiento social y 

dudas sobre transparencia. https://www.eleconomista.com.mx/econohabitat/claroscuros-

reforma-infonavit-arrendamiento-social-dudas-sobre-transparencia-20250214-746346.html  

https://www.eleconomista.com.mx/econohabitat/claroscuros-reforma-infonavit-arrendamiento-social-dudas-sobre-transparencia-20250214-746346.html
https://www.eleconomista.com.mx/econohabitat/claroscuros-reforma-infonavit-arrendamiento-social-dudas-sobre-transparencia-20250214-746346.html
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del mercado, para personas y familias de bajos ingresos o en situación 

de vulnerabilidad.  La oferta de este modelo puede ser efectuada por 

entidades públicas, organizaciones sin fines de lucro, cooperativas o 

incluso empresas privadas que reciben incentivos para ofrecer este tipo 

de vivienda. Esta modalidad, ofrece flexibilidad, accesibilidad y la 

posibilidad de vivir en zonas mejor ubicadas, cerca de fuentes de 

empleo y servicios esenciales. Además, puede ser una solución más 

rápida y eficiente que la construcción masiva de viviendas nuevas 

para la venta. 

Considerando los resultados del Censo de Población y Vivienda 

realizado por el CONAVI en el año 2020, Guanajuato se encuentra en 

el lugar 22 de entre todas las demás entidades federativas. Dentro del 

estudio realizado, se determina también el tipo de intervención que 

requieren los hogares censados, es decir, los elementos censados tales 

como la situación de la vivienda, el mejoramiento que necesita, o si 

necesita una ampliación o un remplazo.  

Lo que se refiere al tipo de intervención, en Guanajuato se 

requieren un total de 158,429 acciones de mejoramiento; los municipios 

de León, Pénjamo, Celaya, Dolores e Irapuato concentran 31% de 

viviendas que necesitan este tipo de intervención. 

Asimismo, en Guanajuato se requieren 59,873 acciones de 

ampliación o reemplazo de vivienda, de las cuales 34.4% se 

concentran en León y en Irapuato, representando 20,613 unidades. 
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Por otro lado, en la entidad se requieren 7,735 sustituciones de 

vivienda específicamente en los municipios de León, Irapuato, Celaya, 

San Miguel de Allende, y Guanajuato concentrando el 55.1% del total 

de este tipo de intervenciones en la entidad.3 

Con las cifras y datos mostrados, podemos concluir con que la 

existencia de un déficit de viviendas persiste actualmente, y uno de los 

caminos a tomar para afrontarlo sería a través del arrendamiento 

social, de la mano con una buena coordinación y responsabilidad por 

parte del Estado.  

Áreas de oportunidad: 

A pesar de las ventajas que puede significar la correcta 

implementación de este modelo, hay que tener en consideración los 

posibles riesgos, así como la capacidad real del Estado para lograr 

cumplir con el objetivo. El desarrollo del arrendamiento social en 

nuestra entidad enfrenta varios obstáculos; tales como la posible 

sobredemanda, la falta de hábitos de pago regular por parte de los 

beneficiarios del programa social, dificultades en la convivencia en 

conjuntos multifamiliares (regulado por la ley de condominios4) y la 

 

3 Diagnóstico del rezago habitacional por entidad federativa, México. CONAVI. 2020. 

https://sistemas.sedatu.gob.mx/repositorio/proxy/alfresco-

noauth/api/internal/shared/node/ZXRf6oFTQZq81NhQ0C2YCw/content/Diagn%C3%B3stico

_del_rezago_habitacional_SNIIV.pdf  

4 Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles para el Estado de Guanajuato. 

https://sistemas.sedatu.gob.mx/repositorio/proxy/alfresco-noauth/api/internal/shared/node/ZXRf6oFTQZq81NhQ0C2YCw/content/Diagn%C3%B3stico_del_rezago_habitacional_SNIIV.pdf
https://sistemas.sedatu.gob.mx/repositorio/proxy/alfresco-noauth/api/internal/shared/node/ZXRf6oFTQZq81NhQ0C2YCw/content/Diagn%C3%B3stico_del_rezago_habitacional_SNIIV.pdf
https://sistemas.sedatu.gob.mx/repositorio/proxy/alfresco-noauth/api/internal/shared/node/ZXRf6oFTQZq81NhQ0C2YCw/content/Diagn%C3%B3stico_del_rezago_habitacional_SNIIV.pdf
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publicitación de las opciones disponibles a cargo del Instituto, entre 

otros aspectos. 

Desde un punto de vista positivo, la implementación del programa 

social previsto en la presente iniciativa podría generar ingresos 

adicionales para el ISSEG a través del cobro de rentas, con la 

posibilidad de que estos fondos se reinviertan en el fortalecimiento del 

sistema de seguridad social, incluyendo el fondo de pensiones. 

Sin embargo, existen riesgos financieros y sociales a considerar:  

- La falta de estudios de impacto financiero genera incertidumbre 

sobre la viabilidad económica del programa.  

- La posibilidad de morosidad en el pago de rentas podría poner 

en riesgo la estabilidad financiera del Instituto.  

- La administración de un inventario de vivienda conlleva costos 

de mantenimiento y gestión que podrían desviar recursos de otras 

funciones esenciales. 

- Se considera que, para que le implementación del 

arrendamiento social sea viable, es necesario que, los ingresos 

por este concepto sean al menos iguales o mayores a los gastos 

necesarios para la gestión, administración y mantenimiento de los 

inmuebles. Siendo preferente que exista un superávit que pueda 

ser destinado a otros programas.  

- La coordinación con otras dependencias estatales y federales 

podría enfrentar obstáculos burocráticos.  

- La ausencia de mecanismos claros para evaluar las condiciones 

socioeconómicas de los beneficiarios podría comprometer la 

equidad en la asignación de viviendas. 
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Por otro lado, si bien el ISSEG tiene atribuciones para «Celebrar 

contratos, convenios y demás actos jurídicos que se requieran para el 

cumplimiento de sus fines»5, lo cierto es que la iniciativa no es clara 

sobre los contratos o convenios que pudieran celebrarse en la materia 

del arrendamiento social. Especialmente, si es que se planea que se 

suscriban convenios con instituciones federales,  como el INFONAVIT o 

el ISSSTE, o que el ISSEG tenga la facultad para contratar con 

desarrolladoras inmobiliarias,  con el objetivo de ampliar el catálogo de 

opciones de arrendamiento. En ambos casos, se deberían establecer 

reglas claras, para evitar el conflicto, delimitando con claridad el 

alcance del programa a nivel estatal.  

No se omite precisar que, derivado de la reforma al INFONAVIT y a 

la Ley Federal del Trabajo, publicada el pasado 21 de febrero de 2025, 

el señalado instituto vuelve a tener la atribución para «La construcción, 

reparación, ampliación o mejoramiento de sus viviendas», y 

para «Coordinar, financiar, ejecutar o invertir en programas de 

construcción y administración de viviendas destinadas a ser adquiridas 

en propiedad o en arrendamiento social por las personas 

trabajadoras». Por lo que se considera prudente analizar si el ISSEG 

pudiese tener las mismas atribuciones, pero sin invadir la competencia 

federal.  

 

5 Ley de Seguridad Social del Estado de Guanajuato, artículo 114, fracción IV. 
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También se considera prudente establecer las reglas sobre los 

derechos y las obligaciones que deberán tener los beneficiarios del 

programa.  

No obstante las anteriores áreas de oportunidad, la iniciativa de 

reforma representa una propuesta innovadora en términos generales, 

ya que fortalece el acceso a la vivienda como derecho fundamental 

y amplía las prestaciones otorgadas a los trabajadores al servicio del 

Estado de Guanajuato. Sin embargo, también plantea desafíos 

significativos en términos de competencia legal, operatividad 

administrativa y sostenibilidad financiera. 

Para asegurar su viabilidad y evitar conflictos jurídicos, se propone: 

Realizar un estudio financiero exhaustivo que permita evaluar el 

esquema propuesto, a fin de que sea asequible la sostenible, y sin 

comprometer los recursos destinados a otras prestaciones esenciales. 

Fortalecer la capacidad operativa del ISSEG mediante 

capacitación y desarrollo de mecanismos de evaluación 

socioeconómica.  

Establecer procedimientos transparentes para la asignación de 

viviendas, tomando en cuenta diversos factores como: 

- Dar prioridad a los trabajadores con menos recursos económicos; 

- Priorizar la cercanía de los bienes puestos en arrendamiento con 

los centros de trabajo; lo cual aumenta significativamente la 

calidad de vida del trabajador; 
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- Priorizar a los trabajadores que no tengan otro bien inmueble 

destinado a la casa habitación; esto con el objetivo de evitar que 

se desvirtué el objetivo del programa y evitar la gentrificación6 

zonas concurridas o cotizadas.   

- Diferenciar claramente el nuevo esquema del régimen de 

arrendamiento general ya previsto en la ley. 

Armonizar la legislación estatal con el marco federal, 

especialmente con la reformas publicadas el 2 de diciembre de 2024 y 

el 21 de febrero de 2025 en el DOF, para evitar contradicciones y 

asegurar una implementación eficiente. 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo particular: 

- Con relación al artículo 100 Octies. 

El artículo señala referirse a la «terminación del arrendamiento 

social», sin embargo, únicamente se establece la opción del convenio 

modificatorio, que podrá solicitarse dentro de los 90 días posteriores al 

incumplimiento, además del incumplimiento tratándose de viviendas 

adquiridas derivado del arrendamiento social. 

El señalado artículo no establece más hipótesis para poder 

concluir con el arrendamiento social, tales como la misma 

 

6 Proceso urbano por medio del cual se modifican las dinámicas de consumo y uso del 

espacio público en un barrio tradicional. Inicia cuando un barrio o zona de la ciudad 

considerada “mala”, un “tugurio” o “empobrecida” es revalorada por grupos con mayor 

capacidad económica que la población originaria. Conforme los nuevos habitantes van 

llegando, las modificaciones se van dando paulatinamente. Aumenta poco a poco los 

costos de la vida, y esto tiene como resultado final el desplazamiento de la población 

originaria. – Carla Escoffieé, País sin techo: Ciudades, historias y luchas sobre la vivienda, Ed. 

Grijalbo, México, mayo 2023, pág. 8.   
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compraventa del inmueble, la falta de pago por más de 90 días (el 

plazo establecido para poder convenir), o la solicitud del trabajador 

(arrendatario – inquilino) por así convenir a sus intereses, como lo sería 

el cambo de centro de trabajo (ya que uno de los beneficios señalados 

en la expresión de motivos de la iniciativa es favorecer la movilidad del 

trabajador y su familia). 

Como un tema pendiente, encontramos la regulación sobre la 

reserva territorial, pues si bien, la exposición de motivos habla sobre los 

bienes inmuebles recuperados litigiosamente por el ISSEG, por medio 

de la adjudicación o dación en pago, «para así acrecentar su 

patrimonio inmobiliario habitacional con el fin de tener mayor oferta de 

vivienda que pueda ser arrendada socialmente de acuerdo con las 

reglas de operación que para tal efecto se emitan»7, lo cierto es que la 

propuesta es omisa en establecer las bases mínimas para determinar 

los inmuebles que serán destinados al arrendamiento social; debiendo 

considerar temas como la calidad de las edificaciones, y la posibilidad 

de contar con un hogar digno. 

Si bien, la exposición de motivos habla sobre las “reglas de 

operación”, la propuesta de reforma es omisa en señalarlas y regular 

su contenido mínimo.  

 

7 Iniciativa con proyecto de Decreto que adiciona y reforma la Ley de Seguridad Social 

del Estado de Guanajuato, pág. 8. 
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La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 

 

 

 

 


